MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - Apelación auto que rechazó demanda por caducidad / MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - Interpuesto por ocupación permanente de bien inmueble particular / TERMINO DE CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - Empezó a correr a partir del día siguiente a la fecha en que fueron emitidos los informes que dieron cuenta de la ocupación indebida del bien inmueble / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - Operó por interponerse luego de pasados dos años desde que el actor tuvo certeza del hecho generador del daño
Al descender al caso concreto se tiene que el mismo versa sobre una demanda formulada en ejercicio del medio de control de reparación directa, por los perjuicios causados con ocasión de la supuesta ocupación permanente de un bien inmueble ubicado en la ciudad de Cali, presentada en primera instancia ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el día 29 de agosto de 2012 (…) resulta claro para esta Subsección que el actor tuvo conocimiento de la supuesta ocupación del bien inmueble a partir de los informes rendidos por la Oficina de Catastro de la ciudad de Cali, de los cuales se evidencia claramente la situación fáctica y jurídica en que se encontraba el bien inmueble de propiedad de la señora Alba García Echeverri, dando así lugar al ejercicio de las acciones correspondientes, para la defensa del derecho de propiedad. (…) se tiene que el término de caducidad de la acción incoada había transcurrido desde el 10 de marzo de 1995 hasta el 10 de marzo de 1997, motivo por el cual, por haberse ejercido el medio de control de reparación directa el día 29 de agosto de 2012, se observa que para esa fecha ya habría operado el fenómeno de caducidad de dicho medio de control, de conformidad con lo previsto en la letra i del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-. NOTA DE RELATORIA: En relación con el cómputo del término de caducidad del medio de control de reparación directa, en casos de ocupación indebida de bien inmueble, consultar sentencia de 11 de agosto de 2011, Exp. 18161.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164

RECURSO DE APELACION CONTRA AUTOS INTERLOCUTORIOS - Regulación normativa / AUTOS INTERLOCUTORIOS SUSCEPTIBLES DEL RECURSO DE APELACION - Determinación taxativa en la ley / RECURSO DE APELACION CONTRA AUTOS - Trámite / AUTOS PROFERIDOS EN AUDIENCIA - Son apelables en el transcurso de la misma y seguidamente el juez resuelve su procedencia / AUTOS PROFERIDOS POR ESCRITO - Son apelables dentro de los tres días siguientes a la expedición de la providencia y una vez concedido se remite al superior para que resuelva de plano y por escrito

Con la expedición del aludido Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA- fueron modificados ciertos aspectos referentes al trámite de la apelación contra autos (…) El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo determinó, de manera taxativa, nueve (9) providencias de carácter interlocutorio pasibles del recurso de apelación (…) el legislador distinguió dos trámites para el recurso de apelación de autos dependiendo de la forma en que se haya adoptado la decisión respectiva, esto es si fue en audiencia o por escrito, los cuales pasarán a explicarse a continuación: a. Si el auto se profiere en audiencia, la impugnación deberá interponerse y sustentarse en el transcurso de la misma; acto seguido, el juez, de manera inmediata, dará traslado del recurso a los demás sujetos procesales con el fin de que se pronuncien respecto de la apelación referida; luego, la autoridad judicial respectiva resolverá si hay lugar a conceder, o no, dicho recurso, actuaciones procesales que quedarán en la constancia correspondiente. b. Si el auto se profiere por escrito y, además se notifica por estado, el recurso de apelación se deberá interponer y sustentar por escrito dentro de los tres (3) días siguientes ante la autoridad judicial que lo dictó. (…) Una vez concedido el recurso se remitirá el expediente respectivo al inmediato superior para que lo decida de plano; en este aspecto conviene destacar que dicho procedimiento corresponde a una novedad introducida por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dentro del trámite de apelación de autos, comoquiera que el artículo 212 del Decreto-ley 01 de 1984, modificado por el artículo 68 de la Ley 1395 de 2010, contemplaba que la única impugnación que debía desatarse de plano, sin necesidad de auto admisorio dictado por el superior, era aquella que resolvía una solicitud de suspensión provisional, distinción que no se efectuó en la Ley 1437 de 2011, toda vez que –se insiste- una vez el recurso de apelación contra alguna de las decisiones previstas en el artículo 243 del citado cuerpo normativo sea remitido al superior, deberá resolverse de plano.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 243 / DECRETO LEY 01 DE 1984 - ARTICULO 212 / LEY 1395 DE 2010 - ARTICULO 68
CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - Término de dos años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño, o desde que se tuvo conocimiento del mismo por parte del actor / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - En casos de ocupación indebida de bien inmueble / TERMINO DE CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA POR OCUPACION DE BIEN INMUEBLE - Dos años contados a partir del momento en que se emitan s informes que den cuenta de la ocupación dado que desde esa fecha el particular tiene conocimiento del daño alegado / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA - No puede postergarse de manera indefinida así se alegue un daño prolongado en el tiempo que no ha cesado 
El término de caducidad de la acción impetrada necesariamente debería contabilizarse entonces a partir del día siguiente a la fecha en que el señor Óscar García Parra tuvo conocimiento de la supuesta ocupación indebida por parte del Municipio de Cali y la Urbanizadora el Bosque, esto es el día 10 de marzo de 1995, comoquiera que esa es la fecha del último informe rendido por la Oficina de Catastro de la Ciudad de Cali, en virtud del cual se reiteró la localización del predio perteneciente a la señora Alba García Echeverri (…) la Sala no comparte el argumento expuesto por el recurrente en la impugnación presentada, en cuanto afirmó que la acción de reparación directa no se encontraba caducada debido a que la supuesta ocupación del bien inmueble pluricitado no había cesado al momento de la presentación de la demanda, comoquiera que, tal como se dejó parcialmente transcrito en la jurisprudencia antes referida, el demandante ha debido ejercer su derecho de acción a partir del momento en que tuvo conocimiento de dicha ocupación. NOTA DE RELATORIA: En relación con la caducidad del medio de reparación directa interpuesta por daños prolongados en el tiempo, consultar sentencia de 18 de marzo de 2010, Exp. 19099, MP. Enrique Gil Botero.
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Actor: OSCAR GARCIA PARRA

Demandado: MUNICIPIO SANTIAGO DE CALI Y OTRO

Referencia: APELACION DE AUTO - LEY 1437 DE 2001 - MEDIO DE CONTROL DE REPARACION DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el proveído dictado el 15 de noviembre de 2012 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante el cual se rechazó la demanda por caducidad de la acción.

I. ANTECEDENTES

1. En escrito presentado el día 29 de agosto de 2012, el señor Óscar García Parra, por conducto de apoderado judicial, formuló demanda en ejercicio del medio de control de reparación directa contra el Municipio Santiago de Cali y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, con el fin de que se les declare administrativamente responsables de los perjuicios “ocasionados por la ocupación permanente del inmueble de propiedad de Alba García Echeverri, ubicado en la ciudad de Cali, en la Urbanización El Bosque” (fls. 114 a 127 cuad. 1).
2. Auto apelado.

Mediante proveído dictado el 15 de noviembre de 2012, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca rechazó la demanda por caducidad del medio de control incoado, de conformidad con las siguientes consideraciones:
“(…). De los hechos de la demanda se extrae que la omisión alegada como causante del daño se presentó ante la ausencia de inscripción catastral del predio de propiedad de la señora ALBA GARCÍA ECHEVERRI que dio lugar a una serie de irregularidades alegadas por el accionante, como la ubicación e inscripción de predios particulares y del Municipio de Cali en su terreno, omisión de la que tuvo conocimiento la parte demandante desde el 08 de agosto de 1994, como lo denota en los hechos de la demanda, por lo tanto para la fecha en que el presente medio de control fue sometido a reparto, el 29 de agosto de 2012, habían transcurrido 8 años, excediendo el término de caducidad que dispone el artículo 164 del C.P.A.C.A precedente mencionado, por lo cual siguiendo lo estipulado en el numeral 1° del artículo 169 del C.P.A.C.A., se procederá al rechazo del presente medio de control” (fls. 134 – 135 cuad. ppal.) (Negrillas adicionales fuera del texto original).

3. La impugnación.

Inconforme con la anterior decisión, la parte actora presentó oportunamente recurso de apelación; como fundamento de su inconformidad señaló, básicamente, lo siguiente:

“La ocupación del terreno descrito surge cuando se permite por las autoridades demandadas el desarrollo de una urbanización por parte de la sociedad de carácter particular, no correspondiendo a una obra pública, ocupación que aún hoy subsiste, NO HA CESADO, fenómeno que impide contabilizar término alguno de caducidad, puesto que el daño ocasionado no ha desaparecido en el tiempo, persiste, comoquiera que el terreno continúa ocupado y los propietarios aún hoy desconocen totalmente el título que sirvió para que el Municipio pudiera disponer de un inmueble a favor de los particulares y del cual no era su titular, perpetuándose en el tiempo el daño que se le ha causado al demandante, sin que se pueda tener una fecha cierta para aplicar el artículo 164 literal i) invocado en el auto impugnado” (fl. 136 cuad. ppal.) (Se destaca).

II. CONSIDERACIONES

1. Las modificaciones introducidas por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA – Ley 1437 de 2011) relacionadas con el trámite de la apelación de autos. 

Previo a resolver de fondo el recurso de apelación contra el auto que rechazó la demanda, estima la Sala conveniente llevar a cabo unas consideraciones en punto a las modificaciones introducidas por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-, acerca del trámite del recurso de apelación contra autos. 

En primer lugar, conviene destacar que el citado cuerpo normativo estableció una norma de transición, a través de la cual se modula la aplicación de las nuevas disposiciones contenidas en la mencionada codificación; en efecto, el artículo 308 dispone que: 

“Régimen de transición y vigencia. El presente Código comenzará a regir el dos (2) de julio del año 2012. 

Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia.

Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior” (Se destaca).

Así las cosas, comoquiera que la demanda mencionada se presentó ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el día 29 de agosto de 2012, esto es en vigencia de la Ley 1437 de 2011, resulta claro que el presente asunto se rige por el aludido Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Ahora bien, con la expedición del aludido Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA- fueron modificados ciertos aspectos referentes al trámite de la apelación contra autos, en relación con los cuales, para mayor claridad, se hará una breve mención: 

· Autos apelables. 
El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo determinó, de manera taxativa, nueve (9) providencias de carácter interlocutorio pasibles del recurso de apelación, entre las cuales se encuentran las siguientes: 

“1. El que rechace la demanda.

2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y desacato en ese mismo trámite.

3. El que ponga fin al proceso.

4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que sólo podrá ser interpuesto por el Ministerio Público.

5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios.

6. El que decreta las nulidades procesales.

7. El que niega la intervención de terceros.

8. El que prescinda de la audiencia de pruebas.

9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente” (Negritas fuera del texto original).

Adicionalmente, el artículo 226 del referido Código dispuso lo siguiente:

“Impugnación de las decisiones sobre intervención de terceros. El auto que acepta la solicitud de intervención en primera instancia será apelable en el efecto devolutivo y el que la niega en el suspensivo. El auto que la resuelva en única instancia será susceptible del recurso de súplica o del de reposición, según el juez sea individual o colegiado, y en los mismos efectos previstos para la apelación”.
A su turno, el artículo 243 de la Ley 1437 estableció que los autos relacionados en los numerales 1, 2, 3 y 4 son apelables cuando sean proferidos por los Tribunales Administrativos, en primera instancia. 

Contrario sensu se tiene que cuando los autos a los cuales se refieren los numerales 5, 6, 7, 8 y 9 del artículo 243, sean dictados por un Tribunal en primera instancia, no serán apelables, salvo que exista una norma especial que disponga lo contrario, como por ejemplo el artículo 226 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-, en cuyo contenido se dispuso que el proveído que acepte la solicitud de intervención en primera instancia será apelable, sin distinguir cuál era la autoridad de primera instancia; lo anterior, para mayor claridad, lo estableció en los siguientes términos:

“El auto que acepta la solicitud de intervención en primera instancia será apelable en el efecto devolutivo y el que la niega en el suspensivo. El auto que la resuelva en única instancia será susceptible del recurso de súplica o del de reposición, según el juez sea individual o colegiado, y en los mismos efectos previstos para la apelación” (Negrillas adicionales).

Dicho precepto (artículo 243 de la Ley 1437), a su turno, dispuso que el recurso de apelación debe concederse en el efecto suspensivo, salvo cuando esté referido a los numerales 2, 6, 7 y 9 de la misma norma, eventos en los cuales se concederá en el efecto devolutivo.

Aunado a ello, el parágrafo de la pluricitada norma estableció que “la apelación sólo procederá de conformidad con las normas del presente Código, incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil” (Se destaca).

· Trámite del recurso de apelación de autos. 

Ahora bien, en relación con el trámite recurso de apelación contra autos, el artículo 244 de la Ley 1437 de 2011, prevé: 

“La interposición y decisión del recurso de apelación contra autos se sujetará a las siguientes reglas:

1. Si el auto se profiere en audiencia, la apelación deberá interponerse y sustentarse oralmente en el transcurso de la misma. De inmediato el juez dará traslado del recurso a los demás sujetos procesales con el fin de que se pronuncien y a continuación procederá a resolver si lo concede o lo niega, de todo lo cual quedará constancia en el acta.

2. Si el auto se notifica por estado, el recurso deberá interponerse y sustentarse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes ante el juez que lo profirió. De la sustentación se dará traslado por Secretaría a los demás sujetos procesales por igual término, sin necesidad de auto que así lo ordene. Si ambas partes apelaron los términos serán comunes. El juez concederá el recurso en caso de que sea procedente y haya sido sustentado.

3. Una vez concedido el recurso, se remitirá el expediente al superior para que lo decida de plano.

4. Contra el auto que decide la apelación no procede ningún recurso”.

De la lectura del precepto transcrito se desprende que el legislador distinguió dos trámites para el recurso de apelación de autos dependiendo de la forma en que se haya adoptado la decisión respectiva, esto es si fue en audiencia o por escrito, los cuales pasarán a explicarse a continuación: 

a. Si el auto se profiere en audiencia, la impugnación deberá interponerse y sustentarse en el transcurso de la misma; acto seguido, el juez, de manera inmediata, dará traslado del recurso a los demás sujetos procesales con el fin de que se pronuncien respecto de la apelación referida; luego, la autoridad judicial respectiva resolverá si hay lugar a conceder, o no, dicho recurso, actuaciones procesales que quedarán en la constancia correspondiente.

b. Si el auto se profiere por escrito, como sucede en este caso y, además, se notifica por estado, el recurso de apelación se deberá interponer y sustentar por escrito dentro de los tres (3) días siguientes ante la autoridad judicial que lo dictó. 

A su turno, del escrito de sustentación se dará traslado por Secretaría a los demás sujetos procesales por el término de tres (3) días, sin necesidad de auto que así lo disponga; posteriormente, el mismo juez que dictó la providencia apelada decidirá si concede, o no, el recurso, en caso de que sea procedente y haya sido sustentado.

Una vez concedido el recurso se remitirá el expediente respectivo al inmediato superior para que lo decida de plano; en este aspecto conviene destacar que dicho procedimiento corresponde a una novedad introducida por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dentro del trámite de apelación de autos, comoquiera que el artículo 212 del Decreto-ley 01 de 1984, modificado por el artículo 68 de la Ley 1395 de 2010
, contemplaba que la única impugnación que debía desatarse de plano, sin necesidad de auto admisorio dictado por el superior, era aquella que resolvía una solicitud de suspensión provisional, distinción que no se efectuó en la Ley 1437 de 2011, toda vez que –se insiste– una vez el recurso de apelación contra alguna de las decisiones previstas en el artículo 243 del citado cuerpo normativo sea remitido al superior, deberá resolverse de plano.

Al descender al caso concreto se tiene que el mismo versa sobre una demanda formulada en ejercicio del medio de control de reparación directa, por los perjuicios causados con ocasión de la supuesta ocupación permanente de un bien inmueble ubicado en la ciudad de Cali, presentada en primera instancia ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el día 29 de agosto de 2012, con fundamento en el numeral 6 del artículo 152 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA–, el cual dispuso que los Tribunales Administrativos en primera instancia conocerán, entre muchos otros, del siguiente asunto:

“(…).

6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los agentes judiciales, cuando la cuantía exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes” (Negrillas adicionales). 

Así las cosas, a la luz del precepto aludido se tiene que esta Corporación es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte demandante, comoquiera que la pretensión mayor corresponde a $15.000’000.000.oo, por concepto del “valor de los terrenos ocupados, más los frutos dejados de percibir desde el momento de su ocupación hasta hoy”.

De otra parte, esta Subsección estima conveniente destacar que el recurso de apelación interpuesto por la parte actora debe resolverse de plano, comoquiera que el parágrafo del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 estableció que la apelación sólo procederá de conformidad con las normas del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA-, incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el Procedimiento Civil. 

2. Caducidad del medio de control de reparación directa.

La jurisprudencia reiterada de la Sala ha definido la caducidad como aquél fenómeno que permite consolidar situaciones jurídicas, es decir es aquella que establece un plazo cierto para poder ejercer cualquier tipo de acción en el mundo del derecho, que si no fuera por ello permanecerían de manera indefinida en el tiempo, situación que llevaría a generar inseguridad jurídica, pues una vez la caducidad ha operado permite a la autoridad judicial declararla si la encuentra probada, pues su ocurrencia significa la pérdida del derecho de acción.

El inciso 2 del artículo 140 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé que: “el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma”. 

A su turno, la letra i) del artículo 164 del CPACA consagró que el medio de control de reparación directa “(…) caduca al vencimiento del plazo de dos años, contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido” (Se destaca).
2.1. Caso concreto. 

Ahora bien, al descender al caso concreto se tiene que la parte actora, dentro del expediente 2012-00234, elevó las siguientes pretensiones:

“PRIMERA: Declarar que los demandados MUNICIPIO DE CALI – SECRETARÍA DE HACIENDA CATASTRO MUNICIPAL y el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTÍN CODAZZI, son administrativamente responsables de los perjuicios materiales en la modalidad de DAÑO EMERGENTE, por la ocupación permanente del inmueble de propiedad de ALBA GARCÍA ECHEVERRI, distinguido con matrícula inmobiliaria 370 y 52N, causados a la señora ALBA GARCÍA ECHEVERRI, representada hoy por su sobrino ÓSCAR GARCÍA PARRA.

SEGUNDA: Declarar que los demandados mencionados, son administrativamente responsables de los perjuicios materiales en la modalidad de LUCRO CESANTE causados a la parte demandante, representado hoy por ÓSCAR GARCÍA PARRA, sobrino de ALBA GARCÍA ECHEVERRI, a partir del año 1963 en la cual comenzó materialmente la ocupación del terreno para desarrollar la construcción de la urbanización “El Bosque”, con unas vías públicas, una zona verde y la construcción de varias casas en las manzanas J-365, J-375, J-376 y J-377 del sector 10 y hasta la fecha en que se produzca el pago de los perjuicios deprecados (…)” (Negrillas y subrayado fuera del texto original).

En apoyo de las pretensiones antes transcritas, los hechos de la demanda se plantearon de la siguiente manera:

“1.1. El demandante ÓSCAR GARCÍA PARRA es hijo del señor LUIS ÓSCAR GARCÍA ECHEVERRI, fallecido el 13 de marzo de 2008 en la ciudad de Bogotá, quien era hermano de la señora ALBA GARCÍA ECHEVERRI, tal como se demuestra con los respectivos registros civiles de nacimiento, defunción y partida de bautismo.

1.2. El señor ÓSCAR GARCÍA PARRA tiene interés jurídico para tramitar esta acción, en su condición de heredero de la señora ALBA GARCÍA ECHEVERRI.

1.3. ALBA GARCÍA ECHEVERRI (…) compró al Sr. Bernardino Latorre un inmueble de dos plazas (12.800 metros cuadrados) ubicados en el vínculo de Menga, Municipio de Cali, por escritura pública No 2540 del 16 de septiembre de 1959, otorgada en la Notaría Tercera de Cali, y registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos el 29 de septiembre de 1959 bajo matrícula inmobiliaria No 370-87111; de las dos plazas cedió en la parte oriental 2800 metros cuadrados al Sr Guillermo González Echeverri, quedando ella con un área neta de 10.000 metros cuadrados. Este predio tiene su origen en uno de mayor extensión contenido en la escritura No 287 del 3 de abril de 1939 otorgada en la Notaría Tercera de Cali y registrada el 10 de julio del mismo año, donde Bernardino Latorre compró ese globo de terreno a Manuel Navia Latorre, heredero universal de la Sra. Dolores Villa Latorre.

(…).

1.6. Con el objeto de establecer lo que la fallecida ALBA GARCÍA ECHEVERRI dejó pendiente por predial, se solicitó por escrito en varias oportunidades desde el 8 de agosto de 1994 al catastro de Cali, para que informara sobre el estado del predio y la contestación siempre fue “No aparece en pantalla”, respuesta que no es coincidente con los títulos de dominio arriba referidos ni es armónica con la obligación que le asiste a esa entidad como lo dispone el Decreto No 1301 del 8 de julio de 1940, artículo 232, Resolución No 2555 del 28 de septiembre de 1988, artículo 105, párrafo segundo, y circulares internas.

1.7. Hechas las averiguaciones correspondientes, la documentación pertinente al predio, que detallo a continuación no aparece en catastro:

· Boletín técnico descriptivo del predio.

· Número catastral.

· Cédula catastral.

· Ficha de propietario.

· Resolución con la cual el IGAC y/o catastro de Cali ordenó la inscripción del predio de Alba García Echeverri.

· Ficha o tarjeta predial.

· Carta catastral (plano y conformación con dirección).

· Certificado de avalúo catastral.

· Número de predio, superficie y avalúo.

· Resolución que ordenó la cancelación de la inscripción, o disposición que haya ordenado la eliminación del predio de los registros de catastro.

1.8. (…) Al protocolizar y registrar su escritura ALBA GARCÍA ECHEVERRI obligatoriamente presentó paz y salvo por el impuesto predial, para lo cual forzosamente estaba inscrita en catastro porque aquel, incluye el número predial. Así lo confirmó la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali en oficio No DR 118 del 29 de enero de 1998 y aunque no expidieron fotocopia, confirmaron que dicho paz y salvo sí se hallaba en esa escritura, demostrando que el predio sí estaba identificado, inventariado y desde luego avaluado.

(…).

1.11. El 11 de agosto de 1994 con motivo de una solicitud formulada ante el JEFE JURÍDICO DE CATASTRO por el suscrito apoderado en la fecha del señor LUIS ÓSCAR GARCÍA ECHEVERRI, esa jefatura adelantó las siguientes actividades: creación de la comisión catastral o de trabajo y la elaboración del estudio técnico-jurídico a la documentación aportada; estas actuaciones dieron como resultado la localización correcta del predio de Alba García Echeverri como consta en los siguientes documentos:

· Por radicación 822 del 24 de agosto de 1994, en informe técnico No DC-3508 agosto 29 de 1994 que incluyó inspección ocular: sector 10, manzanas J-375, J-376 y J-367.

· Oficio No DJ-852 del 16 de septiembre de 1994 ordenando efectuar medición, inventario de los predios inscritos dentro área de terreno de Alba García Echeverri.

· Informe DC- 4466 de octubre 7 de 1994, cumpliendo el oficio anterior, segunda inspección ocular de la comisión catastral que es ampliado y ratificado por el informe del 9 de marzo de 1995 que se detalla [en] el punto undécimo.

· Informe DJ-852 de septiembre 17 de 1994 que oficializa los anteriores resultados es decir la ubicación sector 10, manzanas J-375, J-376 y J-367 suscrito por el JEFE DEL GRUPO JURÍDICO al suscrito.

1.12. En informe rendido el 9 de marzo de 1995 al Dr. Fernando Marulanda Fernández - Jefe de Grupo Jurídico de catastro, por el arquitecto Marino Ramírez Quintero - Jefe de Conservación, arquitecto Fabio Alberto Ortega B, Coordinador Rural, Alfonso Cárdenas y José Ospina - Peritos, después de realizar el estudio técnico como cartográfico conceptúan que al cotejar el plano de sucesión VILLA LA TORRE, con el plano del sector J o sector 10 o comuna 2 del barrio El Bosque, ubicaron el área adjudicada a ALBA GARCÍA ECHEVERRI, en las manzanas J-365 y parte de la 367, la misma superficie identificada en el plano de la citada sucesión Villa Latorre con el Número Fiscal 108.691 empleada también en el plano de la Urbanización El Bosque por tercera vez la misma área sobre las mismas manzanas y además georeferenciado con la Restitución M:9 de 151 a escala 1:2.000.

(…).

1.20. Por escritura pública 4370 de 30 de septiembre de 1959 otorgada ante Notario 2° de Cali y ante contrato de garantía celebrado entre la urbanización “El Bosque” y el Municipio de Cali, en el cual se autorizó para construir la urbanización El Bosque, se obligó a la constructora ceder al Municipio de Cali, áreas por vías públicas y 10 zonas verdes, como lo ordenó el Decreto 562 del 20 de noviembre de 1954 y ocurrió que dentro de dichas cesiones se le cedió al Municipio de Cali equivocada e indebidamente la zona B ubicada dentro del predio de mi mandante, además al tener vía libre la urbanizadora para desarrollar su plan urbanístico, se apropió ilegalmente del resto del terreno de Alba García Echeverri (Negrillas fuera del texto original).

1.21. Luis Óscar García Echeverri a través del suscrito formuló acción de cumplimiento contra el IGAC ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca por estas anomalías sin encontrar respuesta positiva a sus inquietudes.

1.22. Alba García Echeverri y sus herederos, representados hoy por mi poderdante, ejercieron y ejercen pleno dominio, con ánimo de señor y dueño del inmueble con matrícula inmobiliaria No 370-87111, y ante el agravio sufrido por la construcción de la parte de la urbanizadora “El Bosque” en su lote de terreno y la apropiación de parte del terreno por parte del Municipio para vías públicas y zona verde, se han visto afectadas permanentemente, porque han sido despojados injustamente de su propiedad, recibiendo perjuicios materiales y morales de toda índole (…)”.

Ahora bien, para facilitar el análisis del asunto sub examine, esta Subsección resumirá los supuestos fácticos de la demanda de la siguiente manera: 

a. La señora Alba García Echeverri le compró al señor Bernardino Latorre el bien inmueble ubicado en el Vínculo de Menga del Municipio de Cali (Valle del Cauca), mediante escritura pública No. 2540 de septiembre 16 de 1959, otorgada en la Notaría Tercera de Cali. 

b. La referida ciudadana falleció el día 14 de julio de 1994, motivo por el cual el señor Luis Óscar García Echeverri, en su calidad de hermano, elevó una petición ante la Oficina de Catastro de la ciudad de Cali, con la finalidad de recibir información relacionada con el estado del predio referido en el numeral anterior y obtuvo como respuesta, el día 8 de agosto de 1994, que el mencionado bien “no aparecía en pantalla”. 

c. Posteriormente, con motivo de la solicitud presentada por el señor Luis Óscar García Echeverri, el 11 de agosto de 1994 se adelantaron las actividades de “creación de la comisión catastral o de trabajo y la elaboración del estudio técnico – jurídico a la documentación aportada”, las cuales dieron como resultado la ubicación correcta del predio de propiedad de la señora Alba García Echeverri; para mayor claridad al respecto, se tiene que los informes rendidos durante la referida etapa de investigación son los siguientes:

· Informe técnico No DC-3508 de agosto 29 de 1994, que incluyó inspección ocular del sector 10, manzanas J-375, J-376 y J-367 (fl. 76 C.1.).

· Informe DC-4466 de octubre 7 de 1994, segunda inspección ocular de la comisión catastral, el cual fue ampliado y ratificado por el informe del 9 de marzo de 1995 (fl 87 – 88 C.1.).

· Informe DJ-852 de septiembre 17 de 1994 en virtud del cual se oficializaron los resultados anteriores (fl. 80 – 81 C.1.).

· Informe rendido el 9 de marzo de 1995, en el cual se ubicó el área adjudicada a la señora Alba García Echeverri en las manzanas J-365 y parte de la -367 en el sector J o comuna 2 (fls. 92 – 93 C.1.). 

d. Luego de realizadas las indagaciones pertinentes, el señor Luis Óscar García Echeverri pudo determinar que a través de “escritura pública No. 4370 del 30 de septiembre de 1959 otorgada ante el Notario Segundo de Cali y ante un contrato de garantía celebrado entre la Urbanizadora El Bosque y el Municipio de Cali, en el cual se le autorizó para construir la Urbanización El Bosque y se obligó a la constructora a ceder al Municipio de Cali áreas para vías públicas y diez zonas verdes como lo ordenó el Decreto 562 del 20 de noviembre de 1954 y ocurrió que dentro de dichas cesiones se le cedió al Municipio de Cali equivocada e indebidamente la zona B correspondiente a un parque (…), zona verde esta que por medios fraudulentos fue ubicada dentro del predio” de la señora Alba García Echeverri y, además “al tener vía libre la urbanizadora para desarrollar su plan urbanístico se apropió del resto del terreno…”. 

e. Finalmente, se tiene que el señor Luis Óscar García Echeverri, en virtud del escrito allegado ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el día 14 de marzo de 2000, formuló demanda en ejercicio de la acción de cumplimiento contra el IGAC. 

Del anterior recuento fáctico, se desprende que la causa petendi de la demanda está encaminada a obtener una indemnización de los daños causados con la ocupación permanente del inmueble con matrícula inmobiliaria 370-87111 de propiedad de la señora Alba García Echeverri. 

En tal sentido, se tiene que el artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA– estableció dos (2) hipótesis para iniciar el cómputo de la caducidad de la demanda cuando se presenta en ejercicio del medio de control de reparación directa, las cuales son:

· Dos (2) años contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o

· Dos (2) años contabilizados a partir del momento en que el demandante tuvo o debió tener conocimiento del daño, si aquel fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.

Ahora bien, conviene destacar que en el libelo introductorio de la demanda se indicó, de manera vaga e imprecisa, que la ocupación permanente por parte del Municipio de Cali inició en el año de 1963, sin que el actor hubiere especificado la fecha exacta en la cual comenzó la supuesta ocupación por parte del Municipio de Cali y de la Urbanización El Bosque.

No obstante lo anterior, una vez analizados en su integridad tanto los supuestos fácticos de la demanda como la causa petendi de la misma, esta Subsección observa que si bien el actor afirmó en reiteradas ocasiones que el daño sufrido derivó de la supuesta ocupación indebida del bien inmueble ubicado en las manzanas J-365 y parte de la 367, lo cierto es que el referido demandante sólo conoció dicha ocupación luego de las diligencias adelantadas ante la Oficina de Catastro de la ciudad de Cali, la cual le manifestó desde el día 8 de agosto de 1994 que el “bien no aparecía en pantalla”

Ante tal circunstancia, la Oficina de Catastro de la ciudad de Cali inició diversas investigaciones técnicas encaminadas a establecer la ubicación del bien inmueble de propiedad de la señora Alba García Echeverri, indagaciones que se materializaron en los informes a través de los cuales se determinó, de manera exacta y/o precisa, la ubicación del mencionado predio y adicionalmente se tuvo conocimiento de la supuesta ocupación indebida de dicho bien, por parte del Municipio de Cali y de la Urbanizadora El Bosque.

Así las cosas, resulta claro para esta Subsección que el actor tuvo conocimiento de la supuesta ocupación del bien inmueble a partir de los informes rendidos por la Oficina de Catastro de la ciudad de Cali, de los cuales se evidencia claramente la situación fáctica y jurídica en que se encontraba el bien inmueble de propiedad de la señora Alba García Echeverri, dando así lugar al ejercicio de las acciones correspondientes, para la defensa del derecho de propiedad.

Al respecto resulta pertinente destacar que si bien dichos informes obran en el expediente de la referencia en copia simple, lo cierto es que a partir de ellos resulta posible determinar la ubicación exacta del bien inmueble así como la fecha a partir de la cual el actor se enteró de la supuesta ocupación indebida por parte del Municipio de Cali y la Urbanizadora El Bosque sobre dicho predio, comoquiera que a la existencia y el contenido de dichos informes se refiere, sin sorpresa alguna, el propio demandante en el texto de la demanda citada en la referencia, informes que, como se precisará más adelante, también relacionó el mismo actor en la demanda que, en ejercicio de la acción de cumplimiento, formuló ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el día 14 de marzo de 2000, fecha para la cual, como resulta apenas obvio, ya conocía con suficiencia el contenido, sentido y alcance de tales los documentos.

Así las cosas, el término de caducidad de la acción impetrada necesariamente debería contabilizarse entonces a partir del día siguiente a la fecha en que el señor Óscar García Parra tuvo conocimiento de la supuesta ocupación indebida por parte del Municipio de Cali y la Urbanizadora el Bosque, esto es el día 10 de marzo de 1995, comoquiera que esa es la fecha del último informe rendido por la Oficina de Catastro de la Ciudad de Cali, en virtud del cual se reiteró la localización del predio perteneciente a la señora Alba García Echeverri.

Al respecto, esta Sección, en virtud de la sentencia calendada el 11 de agosto de 2011
, precisó que:

“Tratándose de ocupación temporal o permanente de inmuebles, el inicio del término para intentar la acción de reparación directa coincide con el de la cesación de la ocupación temporal o desde cuando se terminó la obra en relación con la ocupación permanente; sólo en eventos muy especiales, como aquellos en los cuales la producción o manifestación del daño no coincide con el acaecimiento de la actuación que les da origen, la Sala ha considerado que el término para accionar no debe empezar a contarse desde cuando se produjo la actuación causante del daño sino desde que el afectado tuvo conocimiento del mismo
, de acuerdo con las circunstancias concretas del caso. 
Dado que la demanda tiene como fundamento el daño derivado de la ocupación jurídica del inmueble que fue destinado por el Municipio de Santiago de Cali para la construcción de una obra pública, sin que se hubiere adelantado el procedimiento legalmente previsto para su afectación o expropiación, considera la Sala que el término para presentar la demanda empezó a correr a partir del momento en el cual el particular tuvo conocimiento de que no podía darle al bien la destinación que pretendía, a consecuencia de esa determinación de la entidad pública. 

A juicio de la Sala, esa certeza la obtuvo el demandante desde el 4 de marzo de 1996, fecha en la cual la Subsecretaría de Supervisión y Control del Desarrollo Urbano del Municipio, luego de obtener claridad sobre la situación jurídica del bien, autorizó la expedición del Esquema Básico del Inmueble, pero condicionó el uso provisional que pudiera dársele a la autorización que para tal efecto expidiera el Concejo Municipal, previa renuncia de las mejoras. En esa fecha, según la prueba documental que obra en el expediente, la Administración definió de manera explícita la situación del bien, al señalar su incompetencia para autorizar cualquier destinación que el demandante pudiera darle a éste y la pérdida de cualquier inversión que realizara sobre el mismo. 

Fue esa respuesta la que dio certeza al demandante sobre la interpretación que la Administración le daba al artículo 402 del Acuerdo 10 de 1993, que establecía: “En los predios ubicados dentro del área de transición del Corredor Inter Regional de Transporte Masivo, el Departamento Administrativo de Control Físico Municipal permitirá reformas locativas menores” (fl. 107 c 2), disposición que fue modificada por el artículo 62 del Acuerdo 10 de 15 de diciembre de 1994, en estos términos: “En los predios ubicados dentro del área de transición del Corredor Inter Regional de Transporte Masivo, el Departamento Administrativo de Control Físico Municipal permitirá reformas locativas o menores y edificaciones hasta de dos (2) pisos de altura” (fl. 371 c 2). Es decir, que en esa oportunidad el demandante tuvo certeza de que, de acuerdo con el criterio de la Administración Municipal, en el inmueble de su propiedad no se podía adelantar proyecto urbanístico alguno, a pesar de la aparente permisión señalada en el último acto citado. 

Podría aducirse que el término de caducidad debe empezar a contarse desde el 3 de abril de 1995, fecha en la cual el Jefe del Departamento de Cartografía y Esquemas Básicos del Municipio dio respuesta a la solicitud de expedición de esquema básico, formulada por el anterior propietario del inmueble, señor Rodrigo Pinzón Sánchez, en la cual le manifestó que el bien estaba afectado con el diseño del proyecto aprobado mediante Resolución D-63 de 6 de diciembre de 1994; sin embargo, se advierte que la Administración Municipal, luego de revisar las normas y actos internos, modificó su decisión y accedió a expedir el Esquema Básico del inmueble, aunque mantuvo la decisión de negar autorización para que se adelantara un proyecto urbanístico sobre el mismo. 

Pero, bien sea que el término para presentar la demanda se cuente desde la primera respuesta dada por la Administración a la solicitud formulada por el señor Rodrigo Pinzón Sánchez para la construcción de un proyecto urbanístico en el terreno (3 de abril de 1995), o desde la última respuesta que brindó a la solicitud elevada por el demandante (4 de marzo de 1996), lo cierto es que la demanda se presentó el 31 de octubre de 1996 (fl. 107 c 1), esto es dentro del término previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo”.

Así pues, se tiene que el término de caducidad de la acción incoada había transcurrido desde el 10 de marzo de 1995 hasta el 10 de marzo de 1997, motivo por el cual, por haberse ejercido el medio de control de reparación directa el día 29 de agosto de 2012, se observa que para esa fecha ya habría operado el fenómeno de caducidad de dicho medio de control, de conformidad con lo previsto en la letra i del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA–
.  

Ahora bien, aún si en gracia de discusión se asumiera que el demandante no conoció los informes aludidos en la fecha de emisión de los mismos, lo cierto es que el término de caducidad obligatoriamente tendría que computarse entonces a partir de la fecha en la que, en ejercicio de la acción de cumplimiento, presentó la respectiva demanda ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca y aun en esta hipótesis se impone concluir que el medio de control ejercido que ahora se examina también estaría caducado, de conformidad con lo siguiente:
En primer lugar se tiene que dicha demanda de cumplimiento obra en el expediente de la referencia en copia auténtica, la cual fue presentada ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el día 14 de marzo del año 2000; de dicho libelo demandatorio resulta pertinente destacar los siguientes supuestos fácticos:

“(…).

2. En las actuales circunstancias mi poderdante tiene derecho a que se restablezca la inscripción del predio con Número Fiscal 108991, matrícula inmobiliaria No 370-87111, de propiedad de la fallecida ALBA GARCÍA ECHEVERRI, hermana de mi representado, por cuanto este predio desapareció sin justificación del catastro municipal de Cali, ya que no existe el correspondiente acto administrativo que ordenó su cancelación de la inscripción, tipificándose un error en el respectivo proceso catastral de formación y conservación conjuntamente el Catastro de Cali y el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” se negaron sin razón justificada a efectuar la rectificación. 

(…).

4. El 8, el 11 y el 26 de agosto de 1994, se solicitó a Catastro de Cali y al IGAC que informaran sobre la situación del predio, y la respuesta suministrada fue “no aparece en pantalla”. Entre 1994 y 1995 las Divisiones Jurídicas y de Conservación adelantaron las actividades pertinentes para establecer la identificación del inmueble, diligencias que cumplieron su objetivo como lo demuestran los diferentes documentos que se llegaron al correspondiente expediente catastral No 307. 

5. En ejercicio del derecho de petición el señor Óscar García Parra hijo de mi poderdante, mediante oficio del 11 de marzo de 1999 dirigido al señor Director General del Instituto Geográfico “Agustín Codazzi – Sede Central, le demostró que el predio M.I. No 370-87111 debía encontrarse inscrito en el Catastro Municipal de Cali, que no habían razones legales para que hubiera desaparecido del mismo, anotó las irregularidades presentadas anexando 27 documentos para sustentarlas

(…)” (fls. 102 – 109 cuad. 1) (Negrillas fuera del texto original).

En virtud de lo anterior, para esta Subsección resulta evidente que la parte demandante a la fecha de presentación de la mencionada demanda de cumplimiento, esto es, el día 14 de marzo de 2000, tenía pleno conocimiento y certeza acerca de la ocupación de su bien inmueble por parte del Municipio de Cali y la Urbanización El Bosque, motivo por el cual se contabilizará la caducidad del medio de control de reparación directa a partir del día siguiente a la fecha aludida. 

Así pues, se tendría que el término de dos (2) años de caducidad de la acción de reparación directa habría transcurrido desde el 15 de marzo de 2000 hasta el 15 de marzo de 2002. 

Y dado que la referida demanda de reparación directa se interpuso el 29 de agosto de 2012, se impone concluir que evidentemente respecto del medio de control ejercido operó el fenómeno jurídico de caducidad, comoquiera que el día 15 de marzo de 2002 venció el término de que trata el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., para promover la acción de reparación directa.  

Aunado a lo anterior, resulta menester destacar que el referido término de caducidad no fue objeto de suspensión alguna, toda vez que la solicitud de conciliación extrajudicial se presentó en la Procuraduría 165 Judicial II ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, el día 1 de agosto de 2012, fecha en la cual ya había operado la caducidad de la acción incoada. 
Ahora bien, esta Sala ha determinado que la caducidad está llamada a configurarse también respecto a un daño que se prolonga en el tiempo, es decir cuando es actual y permanente, así:
:

“Es posible que en específicas ocasiones el daño se prolongue con posterioridad al momento de acaecimiento de los hechos dañosos que sirven de fundamento de la acción, sin que esto signifique que el término de caducidad se postergue de manera indefinida, por cuanto la norma no consagra dicho supuesto. Es decir, la disposición no establece que el cómputo de la caducidad debe partir del momento en que el daño se concreta por completo, sino que por el contrario determina que el mismo debe empezar a partir del día siguiente al hecho que le sirve de basamento a la pretensión, esto es, la fecha en que acaece el suceso o fenómeno que genera el daño, de no ser así se confundiría a aquél con las secuelas o efectos del mismo.  

Respecto al daño que se prolonga en el tiempo, la Sección Tercera tiene por establecido: 

‘La identificación de la época en que se configura el daño, ha sido un tema problemático, toda vez que no todos los daños se constatan de la misma forma en relación con el tiempo; en efecto, hay algunos, cuya ocurrencia se verifica en un preciso momento, y otros, que se extienden y se prolongan en el tiempo. En relación con los últimos, vale la pena llamar la atención a la frecuente confusión entre daño y perjuicio que se suele presentar; de ninguna manera, se puede identificar un daño que se proyecta en el tiempo como por ejemplo la fuga constante de una sustancia contaminante en un río, con los perjuicios que, en las más de las veces, se desarrollan e inclusive se amplían en el tiempo, como por ejemplo, los efectos nocivos para la salud que esto puede producir en los pobladores ribereños
.

‘En desarrollo de esto, la doctrina ha diferenciado entre (1) daño instantáneo o inmediato; y (2) daño continuado o de tracto sucesivo; por el primero se entiende entonces, aquél que resulta susceptible de identificarse en un momento preciso de tiempo, y que si bien, produce perjuicios que se pueden proyectar hacia el futuro, él como tal, existe únicamente en el momento en que se produce. A título de ejemplo puede citarse la muerte que se le causa a un ser humano, con ocasión de un comportamiento administrativo. 

‘En este tipo de daño, vale la pena observar que, sus víctimas pueden constatar su existencia desde el momento mismo en que éste ocurre, como por ejemplo cuando estaban presentes en la muerte de su ser querido; pero también puede acontecer, que ellas se den cuenta de éste, luego de transcurrido algún tiempo, como cuando los familiares encuentran muerto a su ser querido, luego de una larga agonía en que se pensaba que éste estaba tan solo desaparecido; en esta segunda hipótesis, resultaría impropio contabilizar el término de la caducidad desde el momento en que se causó el daño (la muerte en el ejemplo traído), toda vez que las víctimas no sabían de ello, y más bien, como lo ha entendido la jurisprudencia de esta Corporación, debe hacerse desde el momento en que se tuvo conocimiento del mismo
. 

‘En lo que respecta, al (2) daño continuado o de tracto sucesivo, se entiende por él, aquél que se prolonga en el tiempo, sea de manera continua o intermitente. Se insiste, la prolongación en el tiempo no se predica de los efectos de éste o si se quiere de los perjuicios causados, sino del daño como tal. La doctrina lo ejemplifica comúnmente en relación con conductas omisivas
.

‘Resulta importante también distinguir en este tipo de daño, su prolongación en el tiempo, de la prolongación en el tiempo de la conducta que lo produce; toda vez que, lo que resulta importante establecer, para efectos de su configuración, es lo primero. Ejemplo de daño continuado, se insiste, es la contaminación a un río, con ocasión de una fuga de sustancias contaminantes, mientras que como ejemplo de la prolongación de la conducta que produce el daño, puede señalarse el caso de la agresión física a una persona que se extiende durante varios días. En el primer ejemplo es el daño como tal (la contaminación) el que se prolonga en el tiempo; en el segundo, el daño estaría constituido por las lesiones personales producidas por una conducta que se extendió en el tiempo.

“(…)

‘Finalmente, vale la pena señalar, que no debe confundirse el daño continuado, con la agravación de éste. En efecto, en algunas oportunidades se constata que una vez consolidado el daño (sea este inmediato o continuado) lo que acontece con posterioridad es que éste se agrava, como por ejemplo el daño estructural de una vivienda que se evidencia con grietas y cimentaciones diferenciadas, y tiempo después se produce la caída de uno de sus muros
.

En este caso, las reglas sobre el momento desde el cual debe contabilizarse el término de la caducidad no cambian; éste debe contarse, según se dijo, desde el momento en que se configuró el daño o se tuvo noticia de éste, en caso de que estas circunstancias no coincidan. En el ejemplo traído, el término de la caducidad no se contaría desde la caída del muro, sino desde que se evidenció el daño o se tuvo noticia de éste, según se dijo’”
 (Negrillas fuera del texto original).

Así las cosas, la Sala no comparte el argumento expuesto por el recurrente en la impugnación presentada, en cuanto afirmó que la acción de reparación directa no se encontraba caducada debido a que la supuesta ocupación del bien inmueble pluricitado no había cesado al momento de la presentación de la demanda, comoquiera que, tal como se dejó parcialmente transcrito en la jurisprudencia antes referida, el demandante ha debido ejercer su derecho de acción a partir del momento en que tuvo conocimiento de dicha ocupación.

Por consiguiente, está Subsección confirmará la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en virtud del auto calendado el día 15 de noviembre de 2012. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONFÍRMASE el auto apelado, esto es, el proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el día 15 de noviembre de 2012. 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

HERNÁN ANDRADE RINCÓN
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ
CARLOS alberto ZAMBRANO BARRERA
� Artículo 212 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 68 de la Ley 1395 de 2010: “Apelación de autos. Con excepción del auto de suspensión provisional, cuyo recurso de apelación se resuelve de plano, el procedimiento para decidir el que se interponga contra los demás que sean objeto del mismo, será el siguiente:





El recurso se interpondrá y sustentará ante el a quo dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto recurrido. Una vez sustentado el recurso se enviará al superior para su admisión. Si el recurso no es sustentado oportunamente, se declarará desierto por el inferior y ejecutoriado el auto objeto de la apelación. 





Si el recurso reúne los requisitos legales, será admitido por el superior mediante auto que ordene poner el memorial que lo fundamente a disposición de la parte contraria, durante tres (3) días en la Secretaría 





Si ambas partes apelaren, los términos serán comunes.





Vencido el término de traslado a las partes, se debe remitir al ponente para que elabore proyecto de decisión. 





El ponente registrará proyecto de decisión en el término de diez (10) días y la Sala debe resolver dentro de los cinco días siguientes”. 





� Providencia de 11 de agosto de 2011, Exp: 18.161


� Providencias de 11 de mayo de 2006, Exp: 30.325; de 18 de julio de 2007, Exp: 30.512 y de 9 de abril de 2008, exp. 33.834. M.P. Ramiro Saavedra Becerra.





� Artículo 164 del CPACA: Oportunidad para presentar la demanda. “La demanda deberá ser presentada: (…). 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: (…). i. Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. (…)”





� Sentencia de marzo 18 de 2010, exp. 19.099. M.P. Enrique Gil Botero, reiterada por esta Subsección en la sentencia de julio 28 de 2011, exp. 20.413.





� En este último caso, el daño se constata con la contaminación; lo que se proyecta en el tiempo, son los perjuicios que sufren los pobladores cercanos al sitio contaminado. Sobre la diferencia entre daño y perjuicio, en un sentido general, JUAN CARLOS HENAO señala: “En esencia dos consecuencias (de la diferencia entre daño y perjuicio) merecen entonces ser tenidas en cuenta desde la perspectiva que aquí interesa.” “La primera (...) permite concluir que el patrimonio individual, es el que sufre el perjuicio proveniente del daño. El patrimonio no sufre daño sino perjuicio causado por aquel. Lo anterior es de utilidad en la medida en que se plantea con claridad una relación de causalidad entre el daño –como hecho, como atentado material sobre una cosa, como lesión- y el perjuicio –menoscabo patrimonial que resulta del daño, consecuencia del daño sobre la víctima-, lo cual permite sentar la siguiente regla: se indemniza solo el perjuicio que proviene del daño.” (...) “La segunda consecuencia, (...) consiste en afirmar que existen perjuicios que no necesariamente se causan al patrimonio de quien reclama indemnización. Desde este punto de vista se afronta uno de los problemas importantes de la materia, cual es el de la legitimación para obrar. La distinción así concebida permite dar un “giro” a la responsabilidad civil, no tanto por su concepción que viene desde el derecho romano, como por su práctica. Estudiados así los conceptos se observa que la distinción tiene importancia cuando se trata de explicar que la posibilidad de obtener indemnizaciones no radica solo en cabeza del propietario (...), sino también del ser humano como titular de derechos colectivos. La acción de responsabilidad civil, bajo esta óptica, no estará entonces exclusivamente permitida a un ser humano concebido de manera egocéntrica sino también a un ser humano socializado. Se trata de resaltar, dentro de la responsabilidad civil, el tema de las acciones populares, del título de ciudadano legitimado en la causa para actuar en un proceso, de los intereses colectivos o, para traer otro ejemplo, de la función de las ONG”. Cit. p.p. 78 y 79.





� RICARDO DE ANGEL YAGÜEZ al respecto señala: “El plazo (de la caducidad) añade el artículo 1968 (del Código Civil español), se computa “desde que lo supo el agraviado”. Debe entenderse: Desde que la víctima conoció la existencia del daño y estuvo en condiciones de ejercitar la acción.”.  Tratado de Responsabilidad Civil. Madrid, Civitas y Universidad de Deusto, 1993. p. 943. Esta Sección de lo contencioso administrativo del CONSEJO DE ESTADO, en múltiples oportunidades, ha señalado la importancia en muchos casos, de identificar, antes que el momento en que el daño se causó, el momento en que se tuvo noticia del mismo; a título de ejemplo se puede referir el siguiente pronunciamiento: Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera. Sentencia de 10 de noviembre de 2000. Expediente No. 18805. Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez. Y en época más reciente: Auto de 19 de julio de 2007. Expediente 31.135. Consejero Ponente: Enrique Gil Botero.





� El ya citado autor RICARDO DE ANGEL YAGÜEZ distingue los daños duraderos de los continuados, entendiendo por los primeros, no en estricto sentido “daños” sino efectos de estos que se extienden en el tiempo, mientras que refiere a los segundos como los ocurridos con ocasión de una “conducta normalmente omisiva – que comienza y permanece, produciendo daños continuados a lo largo de toda su duración” como se observa, en esta conceptualización de daño, se confunde a éste entendido como circunstancia material, con la conducta que lo produce, aspectos estos diferenciados, como se dijo, por el derecho positivo colombiano, con ocasión de lo previsto en el artículo 47 de la Ley 472 de 1998.





� Sobre la diferencia entre el daño y la agravación del mismo, puede consultarse: CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera. Sentencia de 28 de enero de 1994. Expediente No. 8610. Consejero Ponente: Carlos Betancur Jaramillo. 





� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 18 de octubre de 2007, expediente AG-2001-00029. C.P. Enrique Gil Botero. 





